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INFORME DEL PRESIDENTE DEL GRUPO DE TRABAJO 

SOBRE PROBIDAD Y ÉTICA CÍVICA

1. Antecedentes
La Asamblea General, durante su trigésimo período ordinario de sesiones, mediante resolución AG/RES.1723 (XXX-O/00), “Fortalecimiento de la probidad en el hemisferio y seguimiento al Programa de Cooperación para Combatir la Corrupción”, párrafos resolutivos 5 al 9, encomendó al Consejo Permanente lo siguiente:

“5.
(...) que continúe promoviendo el intercambio de experiencias e información entre la OEA y los organismos internacionales, el sector privado y las organizaciones de la sociedad civil, entre otras entidades pertinentes, a fin de coordinar, fortalecer e identificar actividades de cooperación en la materia, entre los Estados Miembros.

6. (...) que considere el establecimiento de un fondo específico voluntario para financiar las actividades destinadas a brindar el apoyo institucional que los Estados Partes requieran para la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.

7. (...) que, al dar seguimiento al Programa Interamericano contra la Corrupción, estudie el tema de la responsabilidad social corporativa con vistas a precisar su alcance y contenido en el contexto interamericano, conocer y difundir las experiencias nacionales e internacionales desarrolladas para abordar el tema, y fomentar el intercambio de información y experiencias entre los Estados Miembros y las instituciones financieras internacionales, otras organizaciones internacionales, el sector privado y organizaciones de la sociedad civil.

8. (...) que al dar seguimiento al Programa Interamericano contra la Corrupción aborde, entre otros, los siguientes temas:  Capacitación, experiencias de las instituciones nacionales, compras públicas, incompatibilidades entre función pública y sector privado, análisis de las legislaciones penales en materia de corrupción y delitos vinculados.

9. (...) que analice los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación, antes de fin de año, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Partes, si lo consideraran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.  Dicha recomendación será transmitida a los Estados Partes de la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado”.

El Consejo Permanente, en su sesión celebrada el 13 de agosto de 2000, transmitió el tema a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para su consideración la que, a su vez, en sesión celebrada el 7 de septiembre del mismo año, instaló el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica y transmitió el tema a la consideración del mismo, resultando electo por aclamación como Presidente el Doctor Mauricio Alice, Representante Alterno de la República Argentina.

2.
Desarrollo de los trabajos:
El Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica se abocó a la consideración de los temas asignados al mismo durante el transcurso de 16 sesiones, lo cual se resume a continuación:

a)
Consideración del establecimiento de un fondo específico voluntario para financiar las actividades destinadas a brindar el apoyo institucional que los Estados Partes requieran para la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción:  


El Grupo de Trabajo consideró el tema durante el transcurso de 6 sesiones.  En ellas se llevó a cabo un intercambio de opiniones entre las delegaciones, según el mandato contenido en el párrafo resolutivo 6 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00), invitándose a participar al Director de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo, y el Subsecretario de Administración de la Organización, a los efectos de compartir sus experiencias con respecto al manejo y resultados del establecimiento de fondos similares.

En ese sentido, las delegaciones expresaron diversas consideraciones sobre la conveniencia de crear un nuevo fondo o utilizar los mecanismos existentes en el marco de la Secretaría General de la Organización, teniendo en cuenta los programas y proyectos ya existentes, no alcanzándose un consenso sobre el establecimiento del referido fondo.

b) Responsabilidad social corporativa:

Durante el transcurso de 5 sesiones, el Grupo estudió el tema, de la responsabilidad social corporativa con vistas a precisar su alcance y contenido en el contexto interamericano, conocer y difundir las experiencias nacionales e internacionales desarrolladas para abordar el tema, y fomentar el intercambio de información y experiencias entre los Estados Miembros y las instituciones financieras internacionales, otras organizaciones internacionales, el sector privado y organizaciones de la sociedad civil.

Para esos efectos, la Delegación de Canadá presentó el documento “La responsabilidad corporativa como aporte a la ética y probidad públicas”, comisionado por su Gobierno, y que fuera publicado como documento del Grupo de Trabajo con la clasificación CP/GT/PEC-102/01.  El citado trabajo trata sobre las causas del incremento de las actividades de responsabilidad social corporativa; las ventajas de dichas actividades; estrategias de implementación de la responsabilidad social corporativa; el rol de otros actores en la actividad de responsabilidad social corporativa; el liderazgo en América Latina y el Caribe en la materia; la responsabilidad social corporativa y las organizaciones internacionales; así como las interrogantes y desafíos de la responsabilidad social corporativa en América Latina y el Caribe.

Asimismo, en el transcurso de sus reuniones, el Grupo recibió a la Señora Marguerite S. Berguer, Jefa de la Unidad de Microempresas del Banco Interamericano de Desarrollo y al Señor Oscar Avalle, Representante del Banco Mundial,  quienes compartieron información y las experiencias en el tema por parte de los organismos internacionales que representan.

Durante la sesión del 27 de abril de 2001, el Grupo consideró nuevamente el tema y formuló una serie de recomendaciones las cuales se encuentran reflejadas en el proyecto de resolución que acompaña a este informe como Anexo B, con el objeto de elevarlas a la consideración de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, para la eventual aprobación primero del Consejo Permanente y posteriormente de la Asamblea Genera.

c)
Seguimiento al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, en lo tocante a los temas de capacitación, experiencias de las instituciones nacionales, compras públicas, incompatibilidades entre función pública y  sector privado, análisis de las legislaciones penales en materia de corrupción y delitos vinculados:

Con respecto al seguimiento del párrafo 8 de la citada resolución AG/RES.1723 (XXX-O/01), referente al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, en lo tocante a los temas de capacitación, experiencias de las instituciones nacionales, compras públicas, incompatibilidades entre función pública y sector privado, así como el análisis de las legislaciones penales en materia de corrupción y delitos vinculados,  la Delegación de la República Argentina contribuyó a los trabajos del Grupo con dos documentos de trabajo.  El primero, de fecha 29 de septiembre de 2000
 contiene una serie de consideraciones generales respecto de la agenda de trabajo del Grupo, mientras que el segundo, de fecha 24 de enero de 2001
, contiene una serie alternativas destinadas a lograr el cumplimiento de los objetivos específicos de la mencionada resolución.


Con respecto a este último documento, el Grupo de Trabajo acordó circular el documento, solicitando a las delegaciones hacer las consultas que considerasen pertinentes, a los fines de remitir observaciones a las propuestas contenidas en el mismo.  En ese sentido, a la fecha aún se está a la espera de las respuestas de los Estados Miembros.

d)
Elaboración de una recomendación para un mecanismo de seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción:

El Grupo de Trabajo elaboró un proyecto de recomendación sobre un mecanismo de seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, durante el transcurso de 3 sesiones formales y 8 informales.

El 19 de octubre de 2001, las delegaciones escucharon la presentación del Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana para el Control y Abuso de las Drogas (CICAD), quien hizo una detallada presentación respecto del mecanismo de evaluación multilateral (MEM).  En ese contexto, y en el transcurso de varias sesiones, el Grupo analizó documentos suministrados por el Consejo de Europa
 y el OECD
, respecto de los mecanismos que dichos organismos han implementado en sus respectivos casos, así como documentos de referencia elaborados por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos
.
Los trabajos del Grupo culminaron con la presentación de un proyecto de recomendación a los Estados Parte sobre el mecanismo de seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, el cual fue aprobado por el Consejo Permanente mediante resolución CP/RES.783 (1260/01).  La relación de los trabajos del Grupo se encuentra detallada en el Informe del Presidente del Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica, de fecha 4 de diciembre de 2001
, que se anexa al presente informe.

2. Recomendaciones
El Grupo de Trabajo, durante su sesión celebrada el 27 de abril de 2001, formuló una serie de recomendaciones que se encuentran reflejadas en los proyectos de resolución que acompañan a este informe como Anexos I y II, en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución AG/RES.1723 (XXX-O/00), con el objeto de ser elevados a la consideración de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, para la eventual consideración y aprobación del Consejo Permanente y de la Asamblea General.

14 de mayo de 2001


Mauricio Alice


Presidente


Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica
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COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
Original: español


Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica

INFORME DEL PRESIDENTE DEL GRUPO DE TRABAJO

SOBRE PROBIDAD Y ÉTICA CÍVICA

ACERCA DEL PROYECTO DE RECOMENDACIÓN SOBRE

EL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN

DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

(AG/RES.1723 (XXX-O/00))

(Adoptado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en la sesión del 

30 de noviembre de 2000)

NOTA EXPLICATIVA


Durante la sesión del 30 de noviembre de 2000, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos consideró el informe del Presidente del Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica acerca del Proyecto de recomendación sobre el mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, de conformidad con lo dispuesto en la resolución de la Asamblea General AG/RES.1723 (XXX-O/00), “Fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción” en cuyo párrafo resolutivo 9 solicitó al Consejo Permanente que:

“. . . analice los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación, antes de fin de año, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Partes, si lo consideraran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.  Dicha recomendación será transmitida a los Estados Partes de la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado”.


En ese sentido, la Comisión adoptó el citado Informe del Presidente del Grupo de Trabajo, aprobando con modificaciones el correspondiente proyecto de resolución, con el objeto de elevarlo a la consideración y eventual aprobación del Consejo Permanente.
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INFORME DEL PRESIDENTE DEL GRUPO DE TRABAJO

SOBRE PROBIDAD Y ÉTICA CÍVICA

ACERCA DEL PROYECTO DE RECOMENDACIÓN SOBRE

EL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN

DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

(AG/RES.1723 (XXX-O/00))

(Adoptado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en la sesión del 

30 de noviembre de 2000)


La Asamblea General, durante su trigésimo período de sesiones, adoptó la resolución AG/RES.1723 (XXX-O/00) titulada “Fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción” en cuyo resolutivo 9 solictó al Consejo Permanente que:

“. . . analice los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación, antes de fin de año, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Partes, si lo consideraran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.  Dicha recomendación será transmitida a los Estados Partes de la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado”.


El Consejo Permanente transmitió dicho encargo a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con fecha 17 de agosto de 2000 y ésta, en su sesión del 7 de septiembre del mismo año, instaló el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica y sometió a consideración del mismo la solicitud contenida en el numeral 9 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00).


El Grupo de Trabajo consideró los aspectos vinculados con el proyecto de recomendación que debía elaborar en el curso de tres sesiones formales y ocho sesiones informales. Durante la segunda sesión formal, celebrada el 19 de octubre de 2000, el Grupo acordó como metodología el prodecidimiento de reuniones informales, a razón de dos por semana, a los fines de elaborar la recomendación objeto del mandato indicado precedentemente.  El resultado de las deliberaciones del Grupo de Trabajo es el Proyecto de recomendación sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción que se anexa a este Informe. 

Debe señalarse que, tanto en las deliberaciones formales como en las informales, se produjo una significativa participación de numerosas delegaciones, asegurando de esta forma haber contado con los aportes del mayor número posible de representantes.  Fue una preocupación constante del Grupo de Trabajo encontrar un adecuado equilibrio entre la precisión del marco que constituye la propuesta relativa al mecanismo con la necesidad de evitar entrar en detalles que invadieran el ámbito de decisiones que corresponderá tomar a los propios Estados Parte.

En el curso de las deliberaciones del Grupo de Trabajo, las delegaciones fueron considerando diversos temas, entre los cuales figuran los que a continuación se detallan:  En primer lugar, las delegaciones estimaron improcedente arribar a una definición de la instancia que establecerá tanto el mecanismo cuanto el instrumento jurídico por el cual se procederá a su creación.   Fue el parecer unánime del Grupo de Trabajo que este era un tema cuya definición correspondía exclusivamente a los Estados Parte en la Convención.  La dilucidación de esos asuntos, permitiría con posterioridad, definir si existiría una relación institucional del mecanismo de seguimiento con los órganos de la Organización y en qué términos se daría tal relación.  El Grupo de Trabajo recomendó la creación de un Comité de Expertos contra la Corrupción (CELC) como motor fundamental del mecanismo de seguimiento.  Sin embargo, el Grupo de Trabajo acordó no pronunciarse respecto de la instancia en la que dicho Comité podría presentar su informe final.  


Asimismo, se consideraron los aspectos vinculados con el propósito del mecanismo de seguimiento. Al respecto, se estimó que el mecanismo debía, ante todo, promover la implementación de la Convención y contribuir al logro de los objetivos y de los compromisos asumidos en ésta.  También se señaló que las labores de seguimiento incluían la posibilidad de observar la forma en que los Estados Parte en la Convención ponían en práctica sus disposiciones.  De igual modo, se consideró que el mecanismo debía facilitar las actividades de cooperación técnica, el intercambio de información y experiencias, así como la armonización de las legislaciones en los Estados Parte de la Convención.


En relación con los principios fundamentales del mecanismo, se exhibió un considerable grado de consenso en la necesidad de tener en cuenta los propósitos y principios de la Carta de la OEA, particularmente el respeto a la soberanía y el orden jurídico de los Estados, junto con los principios de no intervención e igualdad jurídica de los Estados.


Las delegaciones dedicaron especial atención al tema de las características que deberá tener el mecanismo de seguimiento y se arribó a las fórmulas que se establecen en el acápite correspondiente.  En lo relativo a los miembros del mecanismo, hubo unanimidad en reservar tal calidad a los Estados Parte de la Convención, en el entendido que debía promoverse su firma y ratificación para que todos los Estados miembros de la Organización llegaran a ser parte de este instrumento. También se indicó que el mecanismo, en sus actividades de cooperación, debía tener especialmente en cuenta las labores desarrolladas por el conjunto de Estados Miembros en el marco del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción.


En lo relativo a la estructura del mecanismo, el Grupo de Trabajo sugirió establecer un Comité de Expertos contra la Corrupción (CELC) que serán designados por los gobiernos de los Estados Parte. Las labores de secretaría, en opinión del Grupo de Trabajo, deberían ser ejercidas por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA  En lo relativo al funcionamiento del mecanismo, el Grupo de Trabajo estimó que el Comité de Expertos debería escoger los temas incluidos en la Convención Interamericana contra la Corrupción que serían objeto de consideración junto con la determinación del plazo para completar el análisis respectivo.  

El Grupo de Trabajo ha denominado “ronda” el lapso en el cual se completaría el análisis de todos los países respecto al tema escogido por los expertos. Asimismo, se consideró apropiado elaborar cuestionarios que podrían tener en cuenta el ya existente y preparado por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA (GT/PEC/DOC.68/00) para obtener información que el Comité de Expertos utilizará en su análisis. Algunas delegaciones destacaron que sería conveniente que el Comité de Expertos pudiera realizar visitas a los Estados Parte objeto de análisis.  Fue la opinión del Grupo de Trabajo que todos los Estados debían ser examinados en cada ronda. Los temas y la secuencia de países a analizar deberán ser dadas a publicidad por el Comité de Expertos.


Respecto del análisis de la información referida a los Estados que serán objeto de consideración, el Grupo de Trabajo se inclinó por sugerir el establecimiento de subgrupos de expertos que, con la ayuda de la Secretaría, colaborarían en el examen de la información recibida de cada país.  A partir de allí, se propuso la elaboración de un informe preliminar por cada país, el cual será de naturaleza confidencial. El Grupo de Trabajo ha tenido especialmente en cuenta la necesidad de preservar tanto el derecho de cada Estado a formular observaciones sobre la información que se presente sobre él, como la confidencialidad de la información inicial. El procedimiento se completa con un informe final, adoptado por el plenario del Comité de Expertos y que será hecho público.


En lo relativo a cooperación, el Grupo de Trabajo consideró importante que el Comité de Expertos procure desarrollar actividades de esta índole con todos los Estados miembros en el marco del referido Programa Interamericano de Cooperación para combatir la Corrupción. También el Grupo de Trabajo consideró pertinente que los Estados que no son parte en la Convención puedan ser invitados en calidad de observadores a las sesiones plenarias del Comité de Expertos. Esta autorización amplia busca lograr la mayor cooperación, incluso de Estados de fuera el Hemisferio, en las actividades del mecanismo.  En sus consideraciones, se indicó también la relevancia de la cooperación para que los Estados Parte alcancen los cambios normativos institucionales y de fortalecimiento funcional que puedan corresponder, para la implementación de la Convención.


Respecto a la participación de la sociedad civil, se consideró que debía reafirmarse la naturaleza intergubernamental del mecanismo. Se indicó también que, teniendo en cuenta el importante papel que concede a la sociedad civil tanto la Convención Interamericana contra la Corrupción, como el Programa Interamericano mencionado y las labores de la Organización en su conjunto a ese respecto, era importante que la sociedad civil, incluyendo el sector privado y las organizaciones no gubernamentales, pudiesen presentar sus puntos de vista por escrito al Comité de Expertos. Se vinculó esta posibilidad con la publicidad que debía darse a la selección de temas, a la secuencia de los países a ser objeto de análisis para facilitar la presentación de puntos de vista.  Sin perjuicio de ello, algunas delegaciones expresaron la conveniencia de una apertura considerable del mecanismo a los puntos de vista de dicha sociedad civil.  


Hubo consenso en consagrar la posibilidad de prever una revisión periódica del mecanismo para que los Estados Parte puedan introducir, de manera gradual, las modificaciones que estimen del caso a fin de perfeccionar su funcionamiento. En esa tarea contarán con las observaciones que formule el Comité de Expertos.


Para terminar, deseo expresar mi agradecimiento a todos y cada uno de los representantes que integraron el Grupo de Trabajo y que hicieron posible con su inteligencia, cooperación y dedicación haber respondido al encargo que le formuló la Asamblea General al Consejo Permanente. Ha sido para mí especialmente grato haber participado en el logro de este resultado final y tan importante como eso ha sido la relación de respeto y amistad que se ha profundizado con mis colegas en el cumplimiento de esta tarea común. Quiero reconocer especialmente el apoyo y trabajo de la Vicepresidenta de este Grupo de Trabajo, la Señorita Rolande Pryce.  Asimismo, quiero destacar y agradecer enfáticamente la colaboración, asistencia y asesoramiento de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, a través de los Doctores Jorge García González y Luis Jiménez.  También deseo expresar mi agradecimiento a la Secretaría del Consejo Permanente que, en la persona de Laura Harán, ha sabido dar respuesta oportuna y con gran dedicación al exigente trabajo que ha debido desempeñar. 


Mauricio Alice


Presidente


Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica


ANEXO

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

RECOMENDACIÓN DEL CONSEJO PERMANENTE A LOS ESTADOS PARTE SOBRE EL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

(Considerado en la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos 

del 30 de noviembre)


EL CONSEJO PERMANENTE DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,


VISTO el informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CP/CAJP-   /00) sobre las labores desempeñadas por el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica;


CONSIDERANDO el mandato contenido en el párrafo resolutivo 9 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00), en el cual se solicita al Consejo Permanente que “analice los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación, antes de fin de año, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Parte, si lo consideraran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.  Dicha recomendación será transmitida a los Estados Parte de la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado”;  y

CONSIDERANDO ADEMÁS que la Convención Interamericana contra la Corrupción ha sido suscrita por 26 Estados Miembros y ratificada por 20 de ellos,

RESUELVE:

1.
Formular la recomendación  sobre el mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción que se transcribe a continuación.

2. Transmitir dicha recomendación a los Estados Parte en la Convención para que determinen el curso de acción que estimen más apropiado.

3. Informar a la Asamblea General, en su próximo período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la resolución AG/RES.1723 (XXX-O/00).

RECOMENDACIÓN DEL CONSEJO PERMANENTE A LOS ESTADOS PARTE SOBRE EL Mecanismo de Seguimiento de la IMPLEMENTACIÓN DE LA

Convención Interamericana contra la Corrupción

PREAMBULO


La Convención Interamericana contra la Corrupción tiene el propósito de promover y fortalecer la cooperación entre los Estados Parte y el desarrollo de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción. 


Hasta la fecha se han logrado avances importantes en la implementación de las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción en el ámbito nacional, así como desarrollos sustantivos a nivel subregional e internacional, en particular a través del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción.


Un mecanismo que permita dar seguimiento a esos avances y que facilite la cooperación entre los Estados Parte entre sí y el conjunto de los Estados Miembros de la OEA contribuirá a la consecución de los propósitos de la Convención.  Este mecanismo debe reconocer la necesidad de avanzar progresivamente en el logro de sus objetivos, así como apoyar los programas que los Estados Parte realicen para la implementación de la Convención.

1.
Propósitos

Los propósitos del mecanismo serán: 

a) Promover la implementación de la Convención y contribuir al logro de los propósitos establecidos en su artículo II; 

b) Dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención; y

c) Facilitar la realización de actividades de cooperación técnica; el intercambio de información, experiencia y prácticas óptimas; y la armonización de las legislaciones de los Estados Parte. 

2.
Principios fundamentales
El mecanismo de seguimiento de los compromisos asumidos por los Estados Parte en la Convención se desarrollará en el marco de los los propósitos y principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. En tal sentido, las atribuciones de este mecanismo y los procedimientos que emplee deberán tener en cuenta los principios de soberanía, de no intervención y de igualdad jurídica de los Estados, así como la necesidad de respetar los ordenamientos jurídicos de cada Estado Parte.

3.
Características

El mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención tendrá las siguientes características:

a) Será imparcial y objetivo en su operación y en las conclusiones a las que arribe.

b) Garantizará una aplicación justa y un trato igualitario. 

c) No implicará la adopción de sanciones.

d) Establecerá un adecuado equilibrio entre la confidencialidad y la transparencia de sus actividades. 

e) Será un ejercicio desarrollado sobre una base consensual.

4.
Miembros del mecanismo de seguimiento
Sólo  los Estados Parte en la Convención participarán en el mecanismo de seguimiento. 

5. 
Estructura

Los Estados Parte establecerán un Comité de Expertos contra la Corrupción que tendrá la siguiente estructura y funciones:

a) El Comité estará integrado por los expertos designados por cada uno de los Estados Parte, quienes deberán ser personas de reconocida autoridad moral, trayectoria y experiencia en los temas vinculados directamente con la Convención.

b) El Comité de Expertos adoptará sus propias normas de procedimiento.
c) El Comité de Expertos elegirá a su presidente y demás autoridades conforme lo establezcan sus normas de procedimiento.

d) El Comité de Expertos celebrará las reuniones que considere necesarias para cumplir con sus funciones.

e) Las funciones de Secretaría serán ejercidas por la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

6.
Sede

El Comité de Expertos tendrá su sede en  la Organización de los  Estados Americanos  

7.
Funcionamiento
a) Selección de temas y cuestionario:


El Comité de Expertos seleccionará los temas incluidos en la Convención que podrán ser objeto de análisis y decidirá cuál será la duración del período que dedicará a ese trabajo, el que se denominará ronda.  El Comité hará pública esta información. 


En cada ronda, el Comité preparará un cuestionario sobre los temas que se hayan seleccionado, con base en el documento GT/PEC/DOC-68/00, “Cuestionario sobre la ratificación e implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción”, a ser remitido a todos los Estados Parte, quienes se comprometen a darle respuesta dentro del plazo fijado por el propio Comité. Las respuestas al cuestionario deben ser circuladas entre todos los integrantes del Comité.

b) Selección de los países:


Al inicio de cada ronda, el Comité fijará la fecha para el análisis de la información correspondiente a cada Estado Parte. Ante la dificultad de realizar un seguimiento simultáneo de todos los países, el Comité elaborará un calendario, utilizando para ello un método imparcial, como por ejemplo su presentación voluntaria, el orden cronológico de ratificación de la Convención o  el sorteo.  El Comité de Expertos hará pública esta información . 

c) Análisis de la información e informe preliminar:


Con el objeto de agilizar sus trabajos, el Comité conformará en cada caso un subgrupo de expertos que, con el apoyo de la Secretaría, analizará la información referida a cada Estado Parte. 


Sobre la base de dicho análisis cada subgrupo, con el apoyo de la Secretaría, elaborará un informe preliminar y confidencial que será puesto en conocimiento del Estado Parte concernido a fin de recabar sus observaciones.


Cada subgrupo elaborará una versión revisada del informe preliminar teniendo en cuenta las observaciones del Estado Parte y lo presentará a consideración del pleno del Comité de Expertos.  


El pleno del Comité formulará las conclusiones y, cuando sea el caso, las recomendaciones que considere apropiadas.

d) Informe final:


Al terminar la revisión de los informes preliminares de todos los Estados Parte en cada ronda, el Comité de Expertos emitirá un informe final, el cual será remitido primero a los Estados Parte y posteriormente se hará público. 

8.
Cooperación

a) El Comité de Expertos, considerando los propósitos del mecanismo de seguimiento y en el marco del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, procurará cooperar con todos los Estados miembros de la OEA, teniendo en cuenta las actividades en curso en la Organización e informará al respecto. 

b) Los Estados que no son parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción podrán ser invitados a observar las sesiones plenarias del Comité de Expertos a fin de beneficiarse con las experiencias de los Estados Parte en la implementación de ese instrumento internacional.

9. Participación de la sociedad civil


El mecanismo de seguimiento es de carácter intergubernamental. El Comité de Expertos, en el cumplimiento de sus funciones, podrá recibir los puntos de vista que quiera expresar por escrito la sociedad civil, incluyendo las organizaciones no gubernamentales [y del sector privado.]

10.
Recursos
Las actividades del Comité de Expertos serán financiadas a través del establecimiento de un fondo especial, el cual será administrado de conformidad con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General. Este fondo estará constituido por las contribuciones que realicen los Estados Parte en la Convención, por los Estados Miembros de la Organización, por los Observadores permanentes, los organismos financieros internacionales  y por toda otra contribución que pueda recibirse de acuerdo con las normas de la Organización de los Estados Americanos.
11.
Revisión  periódica del mecanismo
Los Estados Parte en la Convención examinarán periódicamente el funcionamiento del mecanismo, teniendo en cuenta las observaciones del Comité de Expertos, e introducirán las modificaciones que estimen convenientes. 

ANEXO II
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

FORTALECIMIENTO DE LA PROBIDAD EN EL HEMISFERIO
Y SEGUIMIENTO DEL PROGRAMA INTERAMERICANO DE COOPERACIÓN
PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN

(Considerado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos 

durante la sesión del 17 de mayo de 2001)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el informe del Consejo Permanente sobre el fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y el seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (CP/doc.    /01);


RECORDANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos señala en su preámbulo que “la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y que “la organización jurídica es una condición necesaria para la seguridad y la paz fundadas en el orden moral y en la justicia”;


TENIENDO PRESENTE que los propósitos de la Convención Interamericana contra la Corrupción son promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Parte, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, así como promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Parte a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para combatir los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, y aquellos específicamente vinculados con tal ejercicio;


RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1723 (XXIX-O/00), “Fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción”, se solicitó al Consejo Permanente que analizara los mecanismos de seguimiento existentes, a nivel regional e internacional, con miras a formular una recomendación, antes del fin del año 2000, sobre el modelo más apropiado que podría ser utilizado por los Estados Parte, si lo consideraran pertinente, para el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.  Dicha recomendación será transmitida a los Estados Parte en la Convención, los cuales determinarán el curso de acción que consideren más apropiado;


RECONOCIENDO las labores del Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica, en cuyo ámbito se llevaron a cabo los trabajos conducentes a la elaboración de los documentos sobre el mecanismo de seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, proceso en el cual se alentó una amplia participación de todos los Estados miembros de la Organización;


HABIENDO TOMANDO CONOCIMIENTO de la Recomendación del Consejo Permanente a los Estados Parte sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CP/RES. 783 (1260/01));


CONSIDERANDO que el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica convocó la Reunión de Expertos Gubernamentales Preparatoria de la Conferencia de los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción, la cual se llevó a cabo en Washington, DC, del 21 al 23 de marzo de 2001 y que, como resultado de sus labores, emitió un conjunto de recomendaciones para ser consideradas en la Conferencia de los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción, sobre la base de la Recomendación del Consejo Permanente;


AGRADECIENDO a la República Argentina por haber sido sede de la Conferencia de los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de dicha Convención que tuvo lugar en la ciudad de Buenos Aires, del 2 al 4 de mayo de 2001; 


CONSIDERANDO que la Convención Interamericana contra la Corrupción ha sido suscripta por 26 países y ratificada por (22) Estados Miembros, lo cual representa un incremento de cuatro nuevos Estados ratificantes en el último año; 


RECONOCIENDO que el importante tema de la “Responsabilidad Social Corporativa” ha comenzado a ser objeto de consideración en el seno de la Organización de los Estados Americanos, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo resolutivo 7 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00),  al igual que en otros foros en el ámbito multilateral, en el marco de sus respectivos mandatos, abordando diversos aspectos de ese tema como son el papel del sector privado en la prevención y lucha contra la corrupción; 


TOMANDO CONOCIMIENTO del intercambio de opiniones realizado entre diversas delegaciones en relación con la posibilidad de establecer un fondo específico voluntario para financiar las actividades destinadas a brindar el apoyo institucional que los Estados Parte requieran para la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, según el mandato contenido en el párrafo resolutivo 6 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00), en el curso del cual se expresaron diversas consideraciones sobre la conveniencia de crear un nuevo fondo o utilizar los mecanismos existentes en el marco de la Secretaría General de la Organización, no alcanzándose un consenso sobre el establecimiento del referido fondo;  

TENIENDO EN CUENTA los programas y actividades de cooperación jurídica ejecutados por la Secretaría General, en desarrollo del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, tendientes a promover la ratificación e implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, así como la difusión y el intercambio de información a través de la Red Interamericana de Cooperación contra la Corrupción;


RECONOCIENDO la importancia de las propuestas presentadas, en el marco del Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica, con el fin de continuar avanzando en el desarrollo del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, en los términos del párrafo resolutivo 8 de la resolución AG/RES. 1723 (XXX-O/00); 


 TENIENDO EN CUENTA que la Declaración de la Ciudad de Quebec, adoptada durante la Tercera Cumbre de las Américas, reconoce "que la corrupción menoscaba valores democráticos básicos, representa un desafío a la estabilidad política y al crecimiento económico y, por tanto, amenaza los intereses vitales de nuestro hemisferio, reforzaremos nuestra lucha contra la corrupción"; y


CONSIDERANDO asimismo, que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas dedica un acápite especial al tema del combate contra la corrupción y que en el mismo se adoptan compromisos relativos a la Convención Interamericana contra la Corrupción, al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción y al establecimiento de un mecanismo de seguimiento de la implementación de la mencionada Convención, así como al reforzamiento de la Red Interamericana de Cooperación contra la Corrupción, el fortalecimiento de la participación de la sociedad civil de los respectivos Estados en el combate contra la corrupción y la adopción de políticas, procesos y mecanismos que permitan la protección del interés público,

RESUELVE:


1.
Exhortar a los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la firma y ratificación, o ratificación , según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Corrupción.


2.
Instar a los Estados Parte a que adopten las medidas que estimen pertinentes a fin de adecuar su legislación interna a los compromisos asumidos al ratificar la Convención.


3.
Invitar a los Estados que no son miembros de la Organización, en particular a los Estados Observadores Permanentes ante la OEA, a que adhieran a la Convención Interamericana contra la Corrupción, de acuerdo con lo establecido su artículo XXIII.


4.
Expresar su reconocimiento al Consejo Permanente por la oportuna adopción de la Recomendación a los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción sobre el Mecanismo de Seguimiento de su  implementación.


5.
Manifestar su agradecimiento al Gobierno de la República Argentina por la celebración de la Conferencia de los Estados Parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción sobre el Mecanismo de Seguimiento de su Implementación, que tuvo lugar en la ciudad de Buenos Aires del 2 al 4 de mayo de 2001.


6.
Promover una amplia cooperación de los Estados Miembros de la Organización en el marco del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, así como el establecimiento de mecanismos e incentivos que alienten a los Estados a suscribir, ratificar e implementar la Convención Interamericana contra la Corrupción; 


7.
Solicitar a los Estados que no lo han hecho, que den pronta respuesta al “Cuestionario sobre la ratificación e implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción” (CP/GT/PEC-68/00 rev. 3), con el fin de que el Consejo Permanente continúe examinando las respuestas que transmitan los Estados Miembros con miras a perfeccionar la implementación de la Convención, fortalecer la cooperación y prestar asistencia técnica a aquellos que lo soliciten.


8.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe promoviendo el intercambio de experiencias e información entre la OEA, organizaciones multilaterales e instituciones financieras internacionales, a fin de coordinar, fortalecer e identificar actividades de cooperación en la materia entre los Estados Miembros.  Propiciar también la participación en estas actividades de la sociedad civil, y en particular del sector privado, entre otras entidades pertinentes.  


9.
Solicitar al Consejo Permanente que continúe considerando alternativas destinadas a financiar las actividades que tienen por objeto brindar el apoyo institucional que los Estados Parte requieran para la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción.


10.
Encomendar al Consejo Permanente que, al dar seguimiento al Programa Interamericano contra la Corrupción continúe considerando el tema de la responsabilidad social de las empresas.


11.
Encomendar al Consejo Permanente que al dar seguimiento al Programa Interamericano contra la Corrupción continúe abordando, entre otros, los siguientes temas: Capacitación, experiencias de las instituciones nacionales, compras públicas, incompatibilidades entre función pública y sector privado, análisis de las legislaciones penales en materia de corrupción y delitos vinculados, con la asistencia de la Secretaría General.


12.
Solicitar a la Secretaría General que, través de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y en el desarrollo de las actividades del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe desarrollando las labores de cooperación técnica destinadas a brindar asistencia para la firma, ratificación o adhesión e implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción y fortalezca el intercambio de información y de experiencias entre las autoridades gubernamentales responsables en la materia, entre otros, de la Red Interamericana contra la Corrupción. 


13.
Instruir al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo segundo período ordinario de sesiones.

ANEXO III

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PROMOCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS 

EMPRESAS EN EL HEMISFERIO

(Considerado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos durante la sesión del 

17 de mayo de 2001)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el informe del Consejo Permanente sobre el fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y el seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (CP/GT/PEC-    /01);


RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1723 (XXIX-O/00), “Fortalecimiento de la probidad en el Hemisferio y seguimiento del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción”, se solicitó al Consejo Permanente que al dar seguimiento al Programa Interamericano contra la Corrupción “estudie el tema de la responsabilidad social corporativa con vistas a precisar su alcance y contenido en el contexto interamericano, conocer y difundir las experiencias nacionales e internacionales desarrolladas para abordar el tema, y fomentar el intercambio de información y experiencias entre los Estados Miembros y las instituciones financieras internacionales, otras organizaciones internacionales, el sector privado y organizaciones de la sociedad civil”. 


RECONOCIENDO que las empresas , cualquiera sea su tamaño y naturaleza, desempeñan un papel central en la creación de la prosperidad y en el flujo y mantenimiento del comercio y la inversión en el Hemisferio;


CONVENCIDA de que las empresas pueden hacer importantes contribuciones al desarrollo sostenible e incrementar el acceso a oportunidades, incluida la reducción de las desigualdades en las comunidades en las cuales funcionan;


TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las crecientes expectativas de nuestros ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil de que las empresas realicen sus operaciones en una forma coherente con sus responsabilidades sociales;


CONSCIENTE de que cada vez es mayor la atención que a nivel mundial se le asigna a este tema de la “responsabilidad social de las empresas” y que el mismo es objeto de consideración en varios foros multilaterales;


TENIENDO PRESENTE que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas apoyó deliberar sobre las modalidades de promoción de la elaboración, adopción e implementación, por el sector privado, de principios de buena conducta que fomenten su responsabilidad social y apoyar el continuo análisis y estudio en la OEA de este tema,

RESUELVE:


1.
Solicitar al Consejo Permanente que continúe promoviendo el intercambio de experiencias e información entre la OEA, otros organismos multilaterales, las instituciones financieras internacionales, el sector privado y las organizaciones de la sociedad civil, entre otras entidades pertinentes, a fin de coordinar y fortalecer actividades de cooperación en el área de la responsabilidad social de las empresas para el beneficio de los Estados Miembros..


2.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe analizando el tema de la responsabilidad social de las empresas, con miras a precisar su alcance y contenido dentro del contexto interamericano, asegurando que la sociedad civil y el sector privado sean consultados regularmente en forma apropiada y que este proceso se beneficie de las experiencias de otras organizaciones internacionales, entidades nacionales y no gubernamentales.


3.
Encomendar al Consejo Permanente que convoque una reunión lo antes posible, en 2002, de acuerdo con los recursos que se  asignen en el programa-presupuesto y otros recursos, gestionando para tal fin el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo, y otros organismos interamericanos relevantes, con la participación de representantes de los gobiernos, la sociedad civil, incluidos empresarios y trabajadores, para profundizar el diálogo sobre la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio y elevar el nivel de concientización en temas clave que deben ser determinados.

4. Encomendar al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo segundo período ordinario de sesiones.
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